ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / MEDIO DE CONTROL DE REPARACIÓN DIRECTA / AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD / CAUSAL EXIMENTE DE RESPONSABILIDAD - Culpa exclusiva de la víctima / DESCONOCIMIENTO DEL PRECEDENTE - Aplicación de la Sentencia del 17 de octubre de 2013 proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado / AUSENCIA DE DEFECTO FÁCTICO - Adecuada valoración probatoria en el proceso ordinario / AUSENCIA DE VULNERACIÓN DEL DERECHO AL DEBIDO PROCESO

Lo primero que debe aclarar esta Sala es que si bien la Sección Cuarta de esta Corporación referenció la sentencia de unificación de 15 de agosto de 2018 proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado, para efectos de evidenciar como la postura de la providencia de 17 de octubre de 2013 ha sido desarrollada, lo cierto es que resolvió el cargo del desconocimiento del precedente a la luz de los postulados contenidos en el referido fallo del 2013, por lo cual no puede predicarse que haya analizado su caso con base en una sentencia que no era aplicable. (…) Esta Sala, en numerosas oportunidades ha resaltado que la Sección Tercera del Consejo de Estado ha sido insistente en señalar que hay responsabilidad patrimonial del Estado cuando posterior a la imposición de la medida de privación de la libertad, se dicte sentencia absolutoria o similar a favor del ciudadano, siempre y cuando se demuestre que dicha medida no fue producto de actos endilgados al demandante, esto es, la culpa exclusiva de la víctima como causal eximente de responsabilidad estatal. (…)De lo expuesto, es evidente que más allá de cualquier análisis que haya efectuado la judicatura cuestionada sobre el actuar del ente acusador, lo cierto es que el argumento por el cual revocó la decisión de primera instancia fue por encontrar acreditada la causal exonerativa de responsabilidad de culpa exclusiva de la víctima. Así las cosas, no es posible predicar un desconocimiento del precedente de la Sección Tercera de esta Corporación que, como se desarrolló en párrafos anteriores, ha establecido que hay responsabilidad patrimonial del Estado cuando posterior a la imposición de la medida de privación de la libertad, se dicte sentencia absolutoria o similar a favor del ciudadano, siempre y cuando se demuestre que dicha medida no fue producto de actos endilgados al demandante, esto es, la culpa exclusiva de la víctima como causal eximente de responsabilidad estatal. Adicionalmente, considera esta Sección que la argumentación presentada por la autoridad judicial accionada para efectos de demostrar la culpa exclusiva de la víctima es razonable, y contrario a lo señalado por la parte actora sí explicó los motivos por los cuales la conducta del procesado dio lugar a la apertura del proceso penal y a la imposición de la medida de aseguramiento. Encuentra esta Sala de Decisión que no se configuró el defecto alegado por la parte actora y, en consecuencia, tampoco se materializó la vulneración de derecho fundamental alguno, toda vez que la autoridad judicial cuestionada sí tuvo en cuenta las reglas de derecho contenidas en la sentencia de unificación de 17 de octubre de 2013 dictada por la Sección Tercera del Consejo de Estado, por lo cual se confirmará el fallo de tutela de primera instancia, que negó el amparo. 

FUENTE FORMAL: CÓDIGO CIVIL - ARTÍCULO 63 / LEY 270 DE 1996 - ARTÍCULO 70

NOTA DE RELATORÍA: Con aclaración de voto del consejero Alberto Yepes Barreiro, sin medio magnético a la fecha (Enero 14 de 2019)

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

Consejero ponente: ALBERTO YEPES BARREIRO

Bogotá, D.C., veintinueve (29) de noviembre de dos mil dieciocho (2018)

Radicación número: 11001-03-15-000-2018-02066-01(AC)
Actor: ADEL TOLOZA PALOMINO Y OTROS

Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CESAR 

Asunto: Fallo de segunda instancia - tutela contra providencia judicial

Decide la Sala la impugnación presentada por la parte actora contra la sentencia del 24 de octubre de 2018, proferida por la Sección Cuarta del Consejo de Estado, que negó las pretensiones de la presente solicitud de amparo. 

ANTECEDENTES

1.1. La tutela

Mediante escrito radicado el 21 de junio de 2018
, los señores Adel Toloza Palomino, Yesenia Morales Torrado, Jessikka Toloza Morales, Armando José Toloza Morales, Adel José Toloza Morales, Iris Colombia Palomino de Toloza, Luis Felipe Toloza Cárcamo, Álvaro Toloza Palomino, Abimael Toloza Palomino, Gustavo Toloza Palomino, Luisa María Toloza Palomino, Nefaida Toloza Palomino, Luz Stella Toloza Palomino, Enis Sofía Toloza Palomino, Noralba Toloza Palomino, Edgardo Toloza Fragozo, Oscar Armando Toloza Fragozo, José Felipe Toloza Fragozo, Juan Carlos Toloza Cadena, Adriana Paola Toloza Cadena, Lorena Luz Toloza Madera, Luz Ángela Toloza Madera, Luis Felipe Bandera Toloza, Angélica María Bandera Toloza, Laura Sofía Bandera Toloza, Nalia Karina Cervantes Toloza, Juan Felipe Cervantes Toloza, Cindy Paola Cervantes Toloza, María Laura Orta Toloza, María Camila Orta Toloza, Luis Alfonso Rojas Toloza, Lina María Rojas Toloza, Víctor José Cardona González y Luis Gabriel Toloza Castillo, quien a su vez actúa en representación de su hija Gabriela Toloza Bolívar, instauraron acción de tutela en nombre propio contra del Tribunal Administrativo del Cesar, por considerar vulnerado su derecho fundamental al debido proceso. 

Consideraron transgredida la mencionada garantía constitucional con ocasión de la sentencia de 18 de enero de 2018, mediante la cual la autoridad judicial accionada revocó el fallo de primera instancia que había accedido a las pretensiones, dentro del medio de control de reparación directa que iniciaron los actores contra la Fiscalía General de la Nación y la Rama Judicial. 

1.2. Hechos 

La solicitud de tutela se sustentó en los siguientes hechos que, a juicio de la Sala, son relevantes para la decisión que se adoptará en esta sentencia:

El señor Adel Toloza Palomino fue denunciado por un grupo de 72 docentes a los que representó en un proceso ejecutivo relativo al cobro de unas prestaciones laborales adeudadas por el municipio de Curumaní, Cesar, por el punible de peculado por apropiación.  

Debido a lo anterior, el 11 de marzo de 2011 le fue impuesta medida de aseguramiento consistente en detención preventiva intramural, por su presunta participación como cómplice en el delito de peculado por apropiación, por haber interpuesto demandas ejecutivas con base en un acto administrativo abiertamente ilegal.

La teoría de la Fiscalía era que existía “(…) un plan criminal entre el Alcalde Municipal que fue quien expidió la resolución y el señor Toloza Palomino”
. 

El día 14 de marzo de 2012,  recuperó su libertad en atención a que se resolvió en su favor un recurso de Habeas Corpus. 

El 9 de julio de 2013, el Juzgado Penal del Circuito de Chiriguaná absolvió al señor Toloza de toda responsabilidad penal por falta de prueba de la tipicidad del comportamiento imputado, sentencia que fue confirmada por el Tribunal Superior de Valledupar, el 19 de diciembre de 2013.

En atención a lo relatado, los tutelantes radicaron demanda de reparación directa contra la Fiscalía General de la Nación y la Rama Judicial, con el fin de que se les declarara patrimonialmente responsables por los daños antijurídicos causados por la privación injusta de la libertad del señor Toloza.

El proceso le correspondió por reparto al Juzgado Segundo Oral Administrativo de Valledupar, quien en providencia de 28 de noviembre de 2016 accedió a las pretensiones y declaró administrativa y patrimonialmente responsables a las demandadas por la privación injusta de la libertad soportada por el señor Toloza Palomino. 

Inconformes con la referida decisión, las entidades demandadas presentaron recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia, el cual fue resuelto por el Tribunal Administrativo del Cesar, que en fallo de 18 de enero de 2018, revocó la decisión del juzgado tras considerar que en el caso se había configurado la eximente de responsabilidad de culpa exclusiva de la víctima.

Señaló que a pesar de que al demandante no le fue imputada una condena en el campo penal, la irregularidad de su conducta brindó motivos suficientes para que le fuera impuesta una medida de aseguramiento en su contra y, en tal medida, la privación fue una carga proporcional que debía ser soportada. 

1.3. Pretensiones 

A título de amparo se plasmaron las siguientes:

“Tutelar a los accionantes nuestro fundamental derecho al DEBIDO PROCESO y cualquier otro que resulte probado, vulnerados por la Sala de Decisión del Tribunal Administrativo del Cesar integrada por los Magistrados TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CESAR, integrada por los Magistrados JOSE ANTONIO APONTE OLIVELLA. CARLOS GUECHA MEDINA y VIVIANA MERCEDES LOPEZ RAMOS, al expedir la sentencia fechada el 18 de enero de 2018, por medio de la cual se negaron las pretensiones de la demanda al declarar probada la Culpa de la Víctima como eximente de responsabilidad dentro del proceso de Reparación Directa, Radicado No. 20-001-33-33-002-2015-0033901, incoado por Adel Toloza Palomino y Otros contra la Fiscalía General de la Nación y la Nación Rama Judicial. 

Como consecuencia del amparo solicitado, se decretará la nulidad de la sentencia de fecha 18 de enero del 2018, proferida por el Tribunal accionado y en su lugar se le concederá un término no mayor a 30 días para que emita la sentencia que corresponda conforme a los lineamientos que establecerá el Juez de amparo”.

1.4. Fundamentos de la solicitud 

A juicio de la parte actora, la autoridad judicial demandada vulneró su derecho fundamental al debido proceso, en atención a que incurrió en los siguientes yerros: 

Desconocimiento del precedente de la Sección Tercera del Consejo de Estado, donde se determinó que “quien hubiera sido sometido a detención preventiva pero finalmente fuere exonerado de responsabilidad tiene derecho a la indemnización de los perjuicios irrogados sin necesidad de acreditar que la misma fue ilegal, errada o arbitraria” , y que “aunque la privación de la libertad se hubiese producido como resultado de la actividad investigativa correctamente adelantada por la autoridad, si el imputado no resulta condenado se abre paso al reconocimiento de la indemnización de perjuicios irrogados ”. 

Defecto fáctico, toda vez que “el Tribunal accionado actuó sin apoyo probatorio, apoyándose solamente en lo expresado en un salvamento de voto de uno de los magistrados de la Sala Penal del Tribunal Superior de Valledupar que lo absolvió”, argumento en el que también sustentan un supuesto defecto por falta de motivación en la referida decisión.

1.5. Trámite de la acción de tutela 
Por medio de auto del 13 de julio de 2018
, la Sección Cuarta de esta Corporación admitió la acción de tutela y ordenó notificar al Tribunal Administrativo del Cesar, como autoridad judicial accionada.

Asimismo, vinculó como terceros interesados en las resultas del proceso al Juzgado Segundo Administrativo Oral de Valledupar, a la Fiscalía General de la Nación, a la Rama Judicial y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. 

1.6. Contestaciones 

Librados los oficios correspondientes a través de correo electrónico, se pronunciaron las siguientes autoridades:

1.6.1 Tribunal Administrativo del Cesar

Mediante documento enviado el 24 de julio de 2018, la Presidenta de esa Corporación contestó la demanda de tutela.

Solicitó negar las pretensiones en atención a que la sentencia atacada aplicó la jurisprudencia aplicable al caso, por lo cual, del análisis integral de las pruebas obrantes, se determinó que los perjuicios sufridos por el demandante con ocasión de la medida de aseguramiento que le fue impuesta no eran atribuibles a las entidades demandadas, pues en el caso se había estructurado la causal eximente de responsabilidad de culpa exclusiva de la víctima.

Señaló que conforme con el precedente de la Sección Tercera del Consejo de Estado, cuando la conducta del procesado justifica la actuación procesal, particularmente en lo que atañe a la restricción de su libertad, es posible concluir que el daño provino de la propia víctima, aun cuando no hubiere sido condenada, siempre que su actuar, ya sea activo u omisivo, hubiese sido la causa eficiente en la producción del resultado lesivo, sin necesidad de demostrar que resultó imprevisible o irresistible para la administración.

Puso de presente que se le reprochó al actor que teniendo la calidad de abogado litigante “(…) no conociera los efectos que un acto administrativo ilegal pudiera generar, tal es así que se le reprochó el hecho de que pese a conocer la ilegalidad de la resolución que ordenó la cancelación de las cesantías a los docentes, éste hubiese tramitado las demandas ejecutivas”. 

1.6.2. Dirección Ejecutiva de Administración Judicial

La abogada de la División de Procesos de la Unidad de Asistencia Legal, solicitó que: (i) se desvincule del presente trámite a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, teniendo en cuenta que la vulneración de los derechos fundamentales no es consecuencia de acción u omisión atribuible a la entidad que representa y por cuanto no tiene la potestad de intervenir en las decisiones proferidas por despachos judiciales y, (ii) se despache desfavorablemente la solicitud de amparo en razón de que el accionante no acreditó las causales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales. 

1.6.3. El Juzgado Segundo Administrativo Oral de Valledupar, la Fiscalía General de la Nación, y la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, pese a que fueron debidamente notificados del auto admisorio del proceso guardaron silencio. 

Sentencia de primera instancia

La Sección Cuarta de esta Corporación, en providencia del 24 de octubre de 2018
, negó las pretensiones de la demanda. 

Frente al desconocimiento del precedente contenido en la sentencia de unificación de la Sección Tercera, Subsección “A” de esta Corporación, de 17 de octubre de 2013, explicó que en ella se clarificó que casos como el que originó la controversia deben analizarse bajo un título objetivo de imputación, solo desvirtuable por una causal eximente de responsabilidad, como la culpa exclusiva de la víctima.

Señaló que frente a la sentencia atacada, el debate central de la jurisprudencia alegada como desconocida, el cual versa sobre la exoneración de responsabilidad estatal por culpa exclusiva o concurrente de la víctima, “(…) sí fue planteado en la providencia objetada, y resuelto por la autoridad judicial demandada, quien concluyó, en el marco de su autonomía judicial, que si bien en la sentencia de primera instancia, favorable a los demandantes, no se desvirtuó la presunción de inocencia del señor Toloza, en la misma se manifestó que los hechos daban cuenta del ejercicio del ius puniendi por parte de los organismos investigativos del Estado, quienes, con base en las pruebas recaudadas dadas las conductas observadas de parte del señor Toloza, impusieron la medida privativa de la libertad, por lo que la misma no es injusta, al ser imputable a su propia culpa”.

Aclaró que en la providencia accionada se analizó la decisión que originó la investigación en contra del señor Toloza, consistente en tramitar un gran número de demandas ejecutivas y transar sumas dinerarias en dichos procesos pese a conocer la ilegalidad de la resolución que ordenó cancelar las cesantías de los docentes que apoderaba y el detrimento patrimonial que esto conllevaba al municipio de Curumaní, por lo cual dicha actuación justificó la privación de su libertad, la cual no resultaba injusta por ser imputable a su propio actuar.

También puso de presente la sentencia de 15 de agosto de 2018, que unificó los criterios que el juez debe verificar al momento de analizar la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños irrogados con ocasión de la privación de la libertad, los cuales se encuentran acorde con la valoración realizada en el caso que originó la controversia.

Resaltó que el defecto por desconocimiento del precedente jurisprudencial no se configura, toda vez que la autoridad judicial demandada aplicó el precedente jurisprudencial que se alega desconocido.

Finalmente, expresó que si bien los actores alegaron la configuración de un defecto fáctico, no expresaron en qué consistió la inadecuada valoración probatoria realizada por la autoridad judicial demandada, “(…) pues no individualizaron las pruebas supuestamente desconocidas ni explicaron por qué su desconocimiento habría sido de tal magnitud que influyera al momento de adoptar la decisión que objetan y, en tal razón, la Sala se relevará de su estudio”.

1.8. La impugnación

Mediante escrito recibido en tiempo a través del correo electrónico de la Secretaría General, la parte actora impugnó la sentencia de primera instancia. 

Resaltó que tanto la Sección Cuarta como el tribunal accionado se equivocan y contrarían el precedente de la Sección Tercera del Consejo de Estado de 17 de octubre de 2013 al “(…) tener la legalidad de la medida de aseguramiento como fuente de exoneración de la responsabilidad estatal”.

Indicó que la sentencia de unificación utilizada para negar el amparo solicitado no estaba vigente al momento de emitir la autoridad judicial demandada su providencia “(…) razón por la cual no es aplicable para resolver este asunto y (…) tampoco estableció la legalidad de la medida de aseguramiento como fuente de responsabilidad del Estado, sino que exigió el estudio civil, a fin de establecer si se configura la culpa grave o dolo en la conducta del procesado”. 

Precisó que frente al análisis de la culpa exclusiva de la víctima, la sentencia atacada no efectuó “(…) el juicio de reproche que ha demandado la Sección Tercera, [pues] no se explican las razones por las cuales la conducta del procesado dio lugar a la apertura del proceso penal y a la imposición de la medida de aseguramiento”. 

Resaltó que la autoridad judicial demandada se limitó a repetir lo dicho en el salvamento de voto de uno de los Magistrados de la Sala Penal del Tribunal Superior de Valledupar que “(…) no contiene decisión alguna, pues solamente es su opinión”, al igual que insistió en “(…) la presunción de legalidad” de la Resolución No. 2005-0197 expedida por el Alcalde Municipal de Curumaní – Cesar. 

2. CONSIDERACIONES DE LA SALA

2.1. Competencia 

Esta Sala es competente para conocer de la impugnación presentada por la parte actora contra la sentencia de 24 de octubre de 2018, proferida por la Sección Cuarta del Consejo de Estado, de conformidad con lo establecido en los Decretos 2591 de 1991 y 1069 de 2015 modificado por el Decreto 1983 de 2017, y en el artículo 2º del Acuerdo 55 de 2003 de la Sala Plena de esta Corporación.

2.2. Cuestión previa

Respecto a la solicitud de desvinculación de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial por considerar que carece de legitimación en la causa por pasiva dentro del presente trámite, esta Sección se pronunciará toda vez que no fue resuelta por el a quo. 

Al respecto, se comprueba que tal entidad fue vinculada a la presente acción en calidad de tercero con interés, puesto que actuó como demandada en el proceso de reparación directa identificado con el radicado número 2015-00339 y podría verse afectada con lo que se decida en la tutela de la referencia, en consecuencia, la petición de desvinculación será denegada.

2.3. Problema jurídico

Corresponde a la Sala determinar si con sujeción a los argumentos expuestos en el escrito de impugnación por la parte actora, hay lugar a confirmar, modificar o revocar la providencia de 24 de octubre de 2018 proferida por la Sección Cuarta de esta Corporación, autoridad que negó las pretensiones de la acción. 

Conforme a lo anterior, se deberá analizar si la autoridad judicial demandada incurrió en desconocimiento del precedente al proferir la providencia de 18 de enero de 2018. 

A continuación, se estudiarán los siguientes aspectos: (i) el criterio de la Sección sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial, (ii) los requisitos de procedibilidad adjetiva y, (iii) el análisis del caso concreto.

2.4. Procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial

Esta Sección, mayoritariamente
, venía considerando que la acción de tutela contra providencia judicial era improcedente por dirigirse contra una decisión judicial, por lo que solo en casos excepcionales se admitía su procedencia, dentro de los que se encontraban los relacionados con un vicio procesal ostensible y desproporcionado que lesionara el derecho de acceso a la administración de justicia en forma individual o en conexidad con el derecho de defensa y contradicción.

Sin embargo, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo de 31 de julio de 2012
 unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas sobre el tema
.

Así, después de un recuento de los criterios expuestos por cada Sección, decidió modificarlos y unificarlos para declarar expresamente en la parte resolutiva de la providencia, la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
.

Señaló la Sala Plena en el fallo en mención: 

«De lo que ha quedado reseñado se concluye que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que resulten violatorias de tales derechos, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento Jurisprudencialmente.»
 (Negrilla fuera de texto)

A partir de esa decisión de la Sala Plena, la Corporación debió modificar su criterio sobre la procedencia de la acción de tutela y, en consecuencia, estudiar las acciones de tutela que se presenten contra providencia judicial y analizar si ellas vulneran algún derecho fundamental, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento jurisprudencialmente como expresamente lo indica la decisión de unificación.

Sin embargo, fue importante precisar bajo qué parámetros procedería ese estudio, pues la sentencia de unificación simplemente se refirió a los “fijados hasta el momento jurisprudencialmente”.

Al efecto, en virtud de la sentencia de unificación  de 5 de agosto de 2014
, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, decidió adoptar los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005 para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial y reiteró que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 Constitucional y, por ende, el amparo frente a decisiones judiciales no puede ser ajeno a esas características. 

A partir de esa decisión, se dejó en claro que la acción de tutela se puede interponer contra decisiones de las Altas Cortes, específicamente, las del Consejo de Estado, autos o sentencias, que desconozcan derechos fundamentales, asunto que en cada caso deberá probarse y, en donde el actor tendrá la carga de argumentar las razones de la violación.  

2.5. Análisis sobre los requisitos de procedibilidad adjetiva

2.5.1. No se trata de una tutela contra tutela, puesto que la providencia judicial que censura la parte actora, fue proferida dentro del proceso de reparación directa que promovieron los accionantes en contra de la Nación – Rama Judicial y la Fiscalía General de la Nación.  

2.5.2. De igual manera, en el presente asunto se cumple con el requisito de inmediatez, pues la acción de tutela pretende cuestionar el fallo proferido el 18 de enero de 2018 por el Tribunal Administrativo del Cesar y la solicitud de amparo fue radicada el 21 de junio de 2018, término que a juicio de la Sala resulta razonable, sin que sea necesario precisar la fecha en que la misma cobró ejecutoria.

2.5.3. Respecto a la subsidiariedad, la Sala encuentra que la accionante no dispone de otros medios de defensa judicial, ordinarios o extraordinarios, para censurar la providencia proferida por la mencionada autoridad judicial.

A saber, lo que alega la parte actora no encaja en las causales señaladas en el artículo 248 de la Ley 1437 de 2011, para que proceda el recurso extraordinario de revisión. 

A su vez, cabe resaltar que si bien los supuestos fácticos y jurídicos contenidos en la presente acción de tutela, se ajustan a la causal señalada en el artículo 258 del CPACA establecida para que se formule el recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia, lo cierto es que no se cumple con la cuantía mínima exigida para su procedencia –90 smlmv al momento de la interposición del recurso–; igualmente, debe tenerse en cuenta que el medio de control promovido por la parte actora se tramitó en primera instancia ante un juzgado administrativo, lo que de conformidad con el numeral 2º del artículo 155 del CPACA implica que se trata de un asunto cuya cuantía no excede los 50 smmlv.

Superadas dichas exigencias, la Sala abordará el fondo de la solicitud, sin perjuicio de resaltar el carácter excepcional de la tutela, que tiene como fin garantizar la intangibilidad de la cosa juzgada, el respeto de la autonomía judicial, la protección de derechos de terceros de buena fe, la seguridad jurídica y la confianza en los fallos judiciales.

2.6. Caso concreto

A juicio de la parte actora, la autoridad judicial demandada vulneró su derecho fundamental al debido proceso, atención a que incurrió en desconocimiento del precedente. 

La Sección Cuarta negó las pretensiones de la demanda y centró su análisis en la falta de configuración del desconocimiento del precedente contenido en la sentencia de 17 de octubre de 2013 dictada por la Sección Tercera de esta Corporación. 

En el escrito de alzada, la parte actora resaltó que tanto la Sección Cuarta como el tribunal accionado se equivocan y contrarían el precedente de la Sección Tercera del Consejo de Estado de 17 de octubre de 2013 al “(…) tener la legalidad de la medida de aseguramiento como fuente de exoneración de la responsabilidad estatal”.

Igualmente, indicó que la sentencia de unificación de 18 de enero de 2018 utilizada para negar el amparo solicitado no estaba vigente al momento de emitir la autoridad judicial demandada su providencia “(…) razón por la cual no es aplicable para resolver este asunto y (…) tampoco estableció la legalidad de la medida de aseguramiento como fuente de responsabilidad del Estado, sino que exigió el estudio civil, a fin de establecer si se configura la culpa grave o dolo en la conducta del procesado”. 

Precisó que frente al análisis de la culpa exclusiva de la víctima, la sentencia atacada no efectuó “(…) el juicio de reproche que ha demandado la Sección Tercera, [pues] no se explican las razones por las cuales la conducta del procesado dio lugar a la apertura del proceso penal y a la imposición de la medida de aseguramiento”. 

Finalmente, resaltó que la autoridad judicial demandada se limitó a repetir lo dicho en el salvamento de voto de uno de los Magistrados de la Sala Penal del Tribunal Superior de Valledupar que “(…) no contiene decisión alguna, pues solamente es su opinión”,  al igual que insistió en “(…) la presunción de legalidad” de la Resolución No. 2005-0197 expedida por el Alcalde Municipal de Curumaní – Cesar.

Lo primero que debe aclarar esta Sala es que si bien la Sección Cuarta de esta Corporación referenció la sentencia de unificación de 15 de agosto de 2018 proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado, para efectos de evidenciar como la postura de la providencia de 17 de octubre de 2013 ha sido desarrollada, lo cierto es que resolvió el cargo del desconocimiento del precedente a la luz de los postulados contenidos en el referido fallo del 2013, por lo cual no puede predicarse que haya analizado su caso con base en una sentencia que no era aplicable. 

Así las cosas, esta Sala debe determinar si el Tribunal Administrativo del Cesar desconoció el precedente contenido en la sentencia de unificación de 17 de octubre de 2013 proferida por la Sección Tercera – Subsección “A” de esta Corporación. 

Ahora bien, la mencionada decisión estableció lo siguiente: 

“(…) la Sala amplió la posibilidad de declarar la responsabilidad del Estado por el hecho de la detención preventiva de ciudadanos ordenada por autoridad competente con base en un título objetivo de imputación, a aquellos eventos en los cuales se causa al individuo un daño antijurídico aunque el mismo se derive de la aplicación, dentro del proceso penal respectivo, del principio in dubio pro reo, de manera tal que aunque la privación de la libertad se hubiere producido como resultado de la actividad investigativa correctamente adelantada por la autoridad competente e incluso cuando se hubiere proferido la medida de aseguramiento con el lleno de las exigencias legales, lo cierto es que si el imputado no resulta condenado, se abre paso el reconocimiento de la obligación, a cargo del Estado, de indemnizar los perjuicios irrogados al particular, siempre que éste no se encuentre en el deber jurídico de soportarlos –cosa que puede ocurrir, por vía de ejemplo, cuando el hecho exclusivo y determinante de la víctima da lugar a que se profiera, en su contra, la respectiva medida de aseguramiento”.

Esta Sala, en numerosas oportunidades ha resaltado que la Sección Tercera del Consejo de Estado ha sido insistente en señalar que hay responsabilidad patrimonial del Estado cuando posterior a la imposición de la medida de privación de la libertad, se dicte sentencia absolutoria o similar a favor del ciudadano, siempre y cuando se demuestre que dicha medida no fue producto de actos endilgados al demandante, esto es, la culpa exclusiva de la víctima como causal eximente de responsabilidad estatal
. 

Igualmente, la referida Sección ha establecido frente a la culpa exclusiva de la víctima en los casos de responsabilidad del Estado por privación injusta de la libertad, lo siguiente:

“(…) en lo atinente con la responsabilidad patrimonial del Estado derivada de la privación injusta de la libertad, el artículo 70 de la Ley 270 de 1996 — Estatutaria de la Administración de Justicia—, dispone que la culpa exclusiva de la víctima se configura “cuando ésta haya actuado con culpa grave o dolo, o no haya interpuesto los recursos de ley”. 

(…)

En consonancia con lo anterior, para caracterizar los mencionados conceptos de culpa grave y dolo, la jurisprudencia ha acudido a los criterios contemplados en el artículo 63 del Código Civil
, de los cuales se extrae que el primero se corresponde con un comportamiento grosero, negligente, despreocupado o temerario, mientras que el segundo se equipara con la conducta realizada con la intención de generar daño a una persona o a su patrimonio”
.

Ahora bien, el tribunal accionado sustentó la decisión atacada de la siguiente forma: 

 “(…) el ente acusador tenía razones suficientes para decretar la medida de privación de la libertad, como quiera que en ese momento las pesquisas realizadas, señalaban indicios graves en contra del hoy demandante como partícipe de la conducta delictual investigada, así con posterioridad se hubiese determinado que éstas no tenían el grado de certeza para considerarlo responsable del detrimento patrimonial ocasionado al Municipio de Curumaní — Cesar, perjuicio que entre otras cosas, quedó plenamente corroborado por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Valledupar ante la demostración de que el acto administrativo que ordenó el pago de dichas acreencias laborales y el cual sirvió de título ejecutivo para el pago de los dineros, estuvo viciado de ilegalidad.

(…) 

Existe hecho de la víctima como causal exonerativa de responsabilidad por privación injusta de la libertad, cuando la actuación del privado de la libertad, dolosa o gravemente culposa fue la que llevó a la autoridad correspondiente a imponer dicha privación, sin que se deba analizar si, desde el punto de vista penal, esa conducta daba lugar o no a la detención. 

Desde este punto de vista, este Tribunal considera, que si bien en el proceso penal la responsabilidad del señor ADEL TOLOZA PALOMINO no quedó demostrada en virtud del insuficiente material probatorio que así lo determinara con certeza, motivo por el que fue absuelto, también lo es que para la Sala en el presente asunto su actuación dio lugar a la investigación penal en su contra, lo que se constituye en el hecho excluyente de responsabilidad denominado hecho de la víctima, pues este actuar gravemente culpos012 fue la causa eficiente en la decisión de las entidades demandadas de mantenerlo privado de la libertad.

Con todo, la actuación que se reprocha de él, a voces del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Valledupar, es que teniendo la calidad de abogado litigante, no conociera los efectos que un acto administrativo ilegal pudiera generar, tal es así que se le reprocha el hecho de que pese a conocer la ilegalidad de la resolución que ordenó la cancelación de las cesantías a los docentes, éste hubiese tramitado las demandas ejecutivas y peor aún hubiese transado ambos procesos a sabiendas que dicha ilegalidad le generaba un perjuicio patrimonial al Municipio de Curumaní, pese a ello, llevó hasta su culminación anormal los procesos y cobró cada uno de los títulos judiciales que se libraron, actuación que conllevó a toda la investigación penal adelantada en su contra. 

Se concluye entonces, que ante la existencia del hecho exclusivo de la víctima en la actuación adelantada, no es posible endilgarle responsabilidad a las entidades demandadas razón por la cual la sentencia de primera instancia debe ser revocada”. (Negrillas y subrayas por fuera del texto).  

De lo expuesto, es evidente que más allá de cualquier análisis que haya efectuado la judicatura cuestionada sobre el actuar del ente acusador, lo cierto es que el argumento por el cual revocó la decisión de primera instancia fue por encontrar acreditada la causal exonerativa de responsabilidad de culpa exclusiva de la víctima.

Así las cosas, no es posible predicar un desconocimiento del precedente de la Sección Tercera de esta Corporación que, como se desarrolló en párrafos anteriores, ha establecido que hay responsabilidad patrimonial del Estado cuando posterior a la imposición de la medida de privación de la libertad, se dicte sentencia absolutoria o similar a favor del ciudadano, siempre y cuando se demuestre que dicha medida no fue producto de actos endilgados al demandante, esto es, la culpa exclusiva de la víctima como causal eximente de responsabilidad estatal. 

Adicionalmente, considera esta Sección que la argumentación presentada por la autoridad judicial accionada para efectos de demostrar la culpa exclusiva de la víctima es razonable, y contrario a lo señalado por la parte actora sí explicó los motivos por los cuales la conducta del procesado dio lugar a la apertura del proceso penal y a la imposición de la medida de aseguramiento.

Lo anterior, en tanto expuso que la actuación que se le reprochaba al actor era que teniendo la calidad de abogado litigante no conociera los efectos que un acto administrativo evidentemente ilegal pudiera generar
, específicamente el perjuicio patrimonial al Municipio de Curumaní, lo cual evidencia a todas luces un comportamiento descuidado y negligente por parte de un profesional en derecho, en los términos del artículo 63 del Código Civil, que en últimas desencadenó la investigación penal adelantada en su contra. 

2.7. Conclusiones

Encuentra esta Sala de Decisión que no se configuró el defecto alegado por la parte actora y, en consecuencia, tampoco se materializó la vulneración de derecho fundamental alguno, toda vez que la autoridad judicial cuestionada sí tuvo en cuenta las reglas de derecho contenidas en la sentencia de unificación de 17 de octubre de 2013 dictada por la Sección Tercera del Consejo de Estado, por lo cual se confirmará el fallo de tutela de primera instancia, que negó el amparo. 

3. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA:

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia de 24 de octubre de 2018 proferida por la Sección Cuarta del Consejo de Estado, que negó las pretensiones de la demanda, por las razones expuestas en este proveído.

SEGUNDO.- NEGAR la solicitud de desvinculación de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.

TERCERO.- NOTIFICAR a las partes y a los terceros intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO.- Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Presidente

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Consejero

ALBERTO YEPES BARREIRO

Consejero

Aclaro voto
� Ver folios 1 a 17 del expediente.  


� Folio 562 del expediente en préstamo. 


� Folio 27. 


� Folios 60 a 70. 


� Sobre el particular, el Consejero Ponente mantuvo una tesis diferente sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial que se puede consultar en los salvamentos y aclaraciones de voto que se hicieron en todas las acciones de tutela que conoció la Sección. Ver, por ejemplo, salvamento a la sentencia Consejera Ponente: Dra. Susana Buitrago Valencia. Radicación: 11001031500020110054601. Accionante: Oscar Enrique Forero Nontien. Accionado: Consejo de Estado, Sección Segunda, y otro. 


� Sala Plena. Consejo de Estado. Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. Acción de tutela - Importancia jurídica. Actora: Nery Germania Álvarez Bello. Consejera Ponente: María Elizabeth García González. 


� El recuento de esos criterios se encuentra en las páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñada. 


� Se dijo en la mencionada sentencia: “DECLÁRASE la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, de conformidad con lo expuesto a folios 2 a 50 de esta providencia.


� Sala Plena. Consejo de Estado. Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. Acción de tutela - Importancia jurídica. Actora: Nery Germania Álvarez Bello. Consejera Ponente: María Elizabeth García González.


� Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de 5 de agosto de 2014, Ref. 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ). Acción de tutela-Importancia jurídica. Actor: Alpina Productos Alimenticios. Consejero Ponente: Jorge Octavio Ramírez Ramírez.


� Ver: CONSEJO DE ESTADO, Sección Quinta, sentencia de tutela de 21 de noviembre de 2018. Rad: 11001-03-15-000-2018-02344-01. 


� ARTÍCULO 63. CLASES DE CULPA Y DOLO. La ley distingue tres especies de culpa o descuido. // Culpa grave, negligencia grave, culpa lata, es la que consiste en no manejar los negocios ajenos con aquel cuidado que aún las personas negligentes o de poca prudencia suelen emplear en sus negocios propios. Esta culpa en materia civil equivale al dolo. // Culpa leve, descuido leve, descuido ligero, es la falta de aquella diligencia y cuidado que los hombres emplean ordinariamente en sus negocios propios. Culpa o descuido, sin otra calificación, significa culpa o descuido leve. Esta especie de culpa se opone a la diligencia o cuidado ordinario o mediano. // El que debe administrar un negocio como un buen padre de familia, es responsable de esta especie de culpa. // Culpa o descuido levísimo es la falta de aquella esmerada diligencia que un hombre juicioso emplea en la administración de sus negocios importantes. Esta especie de culpa se opone a la suma diligencia o cuidado.// El dolo consiste en la intención positiva de inferir injuria a la persona o propiedad de otro.


� CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, sentencia de 23 de noviembre de 2017. Rad: 15001-23-31-000-2010-00998-02(48070) CP. Marta Nubia Velásquez Rico (E)


� Evidentemente ilegal en tanto la Resolución No. 2005-0197 “(…) dispuso contrario a la ley, el pago directo de las cesantías e intereses de las cesantías adeudadas a un grupo de docentes que salieron de su planta de personal, cuando lo pertinente era, no solo consignar la liquidación de dichos rubros al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, sino trasladarle a dicha entidad las solicitudes presentadas por los docentes o su representante”. Ver folios 206 y 207 del anexo.  





